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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, tres de septiembre de dos mil nueve
Acta número 0056 del 3 de septiembre de 2009
Siendo las cinco y treinta minutos de la tarde de hoy, fecha y hora previamente programadas, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública dentro de la que se atenderá la consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad, el 13 de marzo del año que avanza, dentro del proceso ordinario laboral de primera instancia surtido entre Aleyda Castaño de Castaño, como demandante, y la Compañía de Inversiones y Comercio S.A., como demandada.

El proyecto de decisión final presentado por el  ponente tal como consta en el acta referenciada fue discutido y aprobado por la mayoría de miembros de la colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES

La actora, a través de apoderado judicial, reclama por medio de esta acción, que se declare que en su condición de cónyuge del causante Eduardo Castaño tiene derecho a continuar percibiendo la pensión de jubilación o vejez que le venía pagando la demandada hasta antes de su deceso por haber asumido esa obligación; que como consecuencia de dicha declaración se condene a la accionada a reconocer y pagar la pensión de sobrevivientes a su favor, a partir del 15 de septiembre de 1998, por la muerte de su cónyuge Eduardo Castaño; por último solicita condena en costas a cargo de la sociedad demandada

Sostiene para así pedir que el señor Eduardo Castaño fue pensionado por haber prestado sus servicios a la Sociedad Nacional de Curtidos S.A., prestación que fue asumida posteriormente por la Compañía de Inversiones y Comercio S.A.; luego, por medio de la Resolución N° 2274 del 13 de marzo de 1978, el Instituto de Seguros Sociales reconoció al señor Castaño pensión de vejez a partir del 21 de octubre de 1978, en cuantía de $1.860, lo cual fue comunicado a la Sociedad Nacional de Curtidos S.A., mediante oficio del 18 de abril de 1978, la cual continuó pagando la pensión de manera compartida por medio de la Trilladora Espinosa de la ciudad de Pereira; el 15 de septiembre de 1998 falleció el señor Castaño, solicitando su cónyuge al Instituto de Seguros Sociales la pensión de sobrevivientes, misma que le fue concedida mediante la Resolución N° 000096 del 26 de enero de 1999 en cuantía de $206.889; mediante documento enviado a la actora el 29 de noviembre de 2001, la sociedad demandada le comunica que como la pensión recibida tenía el carácter de compartida y como el Instituto de Seguros Sociales le venía reconociendo la pensión, consideraba que no tenía la obligación de continuar pagando la mesada y en efecto, le suspendió el pago de la misma. 

Al encontrar en la demanda algunas falencias, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito la inadmitió por medio de decisión del 7 de mayo de 2008, fl. 73; corregidos sus defectos, fue admitido la demanda por medio de auto del 16 de mayo de 2008, fl. 76, ordenando correrla en traslado al representante legal de la parte demandada.
En tiempo hábil, la accionada por intermedio de abogada, dio contestación al libelo, fls. 86-90, manifestándose respecto a los hechos de la demanda, oponiéndose a las pretensiones, manifestando para ello que en efecto reconoció en el año 1977 pensión de jubilación al actor, siendo asumida la obligación por el Instituto de Seguros Sociales en el año 1978, empezando a reconocer, erróneamente, un pequeño monto al pensionado y posteriormente a su beneficiaria, suspendiendo dicho pago en el año 2001, al percatarse de su equivocación, error que en su sentir no genera derecho alguno; excepcionó Prescripción, Inexistencia de obligación por parte de la demandada y en relación con el demandante y Genérica. 

Dentro de la audiencia obligatoria del artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social celebrada el 20 de noviembre de 2008, fl. 96, no hubo voluntad para conciliar y luego de superadas otras etapas, se dio paso a la primera audiencia de trámite, oportunidad en la que se abrió a prueba el debate con la orden de practicar y tener como tales las oportunamente pedidas por las partes.

Se instruyó en lo posible el proceso, se clausuró el período probatorio y se convocó para audiencia pública de juzgamiento dentro de la que se profirió sentencia el 13 de marzo de la anualidad de corre, fl. 169. En ella, la juez a quo negó la totalidad de las pretensiones al advertir que el monto de la pensión reconocida por el Instituto de Seguros Sociales fue superior al reconocido por la demandada, por lo que no debía asumir pago alguno.

En acatamiento de lo dispuesto por el artículo 69 del  Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, se surte el grado jurisdiccional de consulta a favor del accionante. 

Enviados los autos a esta Sede y corrido el traslado de rigor a las partes, se procede a resolver con apoyo en estas 

CONSIDERACIONES

No queda duda alguna respecto a la condición de pensionado por jubilación del causante Eduardo Castaño, prestación reconocida por la sociedad demandada, fl. 91, tampoco en cuanto a que dicho beneficio fue asumido posteriormente por el Instituto de Seguros Sociales, fl. 33; de igual manera está probado que a la demandante, señora Aleyda Castaño de Castaño, le fue reconocida pensión de sobrevivientes en su calidad de cónyuge del pensionado, fl. 14.

El fondo del asunto se circunscribe a determinar si la entidad demandada estaba en la obligación de pagar algún excedente sobre la pensión de vejez concedida por el Instituto de Seguros Sociales, en virtud del fenómeno de la compartibilidad pensional.

En primera instancia es importante tener en cuenta que la compartibilidad pensional es una figura que existe desde antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, que fue creada con la finalidad de liberar al empleador del pago de las pensiones, en virtud de la asunción del riesgo a cargo del Instituto de Seguros Sociales. 
En efecto, esta figura permite a los empleadores que tienen originalmente a su cargo el reconocimiento y pago de pensiones legales o convencionales compartir su pago con tal Ente, siempre y cuando coticen al Instituto de Seguros Sociales durante el tiempo exigido para que el trabajador cumpla con los requisitos para acceder a la pensión legal, momento en el cual éste asumirá su pago y el empleador quedará a cargo de las diferencias entre la pensión reconocida y la que venía pagando, si las hubiese. 
Para una mayor ilustración, resulta del caso señalar que la figura de la compartibilidad pensional es propia del Instituto de Seguros Sociales, teniendo su origen en el Acuerdo 224 de 1966, aprobado por el Decreto 3041 de ese mismo año. En un comienzo se señaló su operatividad respecto de la pensión legal de jubilación regulada por el Código Sustantivo del Trabajo y sólo a partir de la expedición del Acuerdo 029 de 1985, aprobado por el Decreto 2879 de ese mismo año, se contempla tal figura para los casos en que los empleadores otorguen a sus trabajadores pensiones reconocidas en virtud de convenciones colectivas, pactos colectivos, laudos arbitrales o por actos voluntarios. 
Esta colegiatura ha tenido la oportunidad de referirse a la compartibilidad pensional, así:

“Dicha institución de la compartibilidad en materia de pensiones, consiste esencialmente en la posibilidad de que el Instituto de Seguros Sociales se subrogue total o parcialmente en las pensiones que están a cargo del empleador. Ello ocurre cuando, concedido el beneficio pensional por parte del patrono, éste sigue efectuando cotizaciones al ISS y se satisfacen los requisitos legales para acceder a la pensión legal de vejez, caso en el cual el ente asegurador reconocerá la pensión, subrogándose en el lugar del empleador en el pago de las mesadas, subrogación que puede ser total, cuando la mesada pensional reconocida por vejez es mayor o igual a la que venía pagando el patrono por jubilación o parcial, cuando la de vejez es menor a la de jubilación, caso en el cual el empleador continuará a cargo de cubrir el mayor valor.” 
 

Sin perder de vista lo anterior, basta decir que, como juiciosamente lo hizo la falladora de primer grado, para el año de 1977 el pensionado percibía como pensión de jubilación, pagada por su antigua empleadora, la suma de $1.486,69, tal como la demandada lo manifiesta en su contestación y en el oficio de folio 167, información que no fue objetada por la parte actora, mientras que en esa misma anualidad el Instituto de Seguros Sociales le reconoció la pensión de vejez al señor Castaño, por un monto de $1.860, fl. 33.

De lo anterior se decanta con facilidad que la accionada en momento alguno ha obrado en contra de la ley, toda vez que con fundamento en la compartibilidad pensional debía asumir el pago del excedente de la pensión, en el caso de que la prestación reconocida por el Instituto de Seguros Sociales hubiese sido inferior al beneficio pensional inicialmente reconocido, lo cual como viene de verse, no fue así, y si efectuó algún pago en razón de ello, se debió a un error de su parte, tal como lo manifestó a través de todo el proceso; por lo tanto los pedimentos de la demandante debieron ser negados, como en efecto se hizo, por lo que es conducente impartir confirmación a lo decidido en primera instancia .  
Por lo expuesto, la Sala Laboral de Decisión del Tribunal Superior del Distrito de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia examinada por vía de consulta. 

Costas en esta instancia no se causaron por tratarse de consulta.

Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta diligencia, se levanta y firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
� Sentencia del 23 de abril de 2009. Acta 0031.  M.P. doctor Francisco Javier Tamayo Tabares
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